Carátula 


SEÑORA SECRETARIA.- Está abierto el acto. 
(Es la hora 15 y 21 minutos) 


-Dado que el Presidente de la Comisión no se encuentra presente, corresponde designar un 
Presidente adhoc. 


SEÑOR LORIER.- Formulo moción para que ocupe la Presidencia el señor Senador Lapaz. 
SEÑORA SECRETARIA.- Se va a votar la moción formulada. 
(Se vota:) 
-3 en 4. Afirmativa. 
(Ocupa la Presidencia el señor Senador Lapaz) 
SEÑOR PRESIDENTE.- Está abierta la sesión. 
(Es la hora 15 y 22 minutos) 


-La Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca del Senado se reúne para recibir al señor 
Ministro de Ganadería, Agricultura y Pesca, ingeniero agrónomo Ernesto Agazzi y a sus asesores, a fin 
de conocer su opinión sobre los proyectos de ley por los que se sustituyen los artículos 35 y 70 de la 
Ley N* 11.029, de 12 de enero de 1948, en la redacción dada por el artículo 15 de la Ley N* 18.187 de 
creación del Instituto Nacional de Colonización, referentes a los negocios sobre la propiedad rural 


Damos la bienvenida al señor Ministro, que participará en esta jornada de trabajo en la 
Comisión y le cedemos el uso de la palabra. 


SEÑOR MINISTRO.- Es un gusto acudir a la Comisión. Efectivamente, como se acaba de señalar, se 
nos convocó para que diéramos nuestra opinión sobre dos proyectos de ley que sustituyen los artículos 
35 y 70 de la Ley N* 11.029. No tenemos los textos de los dos proyectos a que se ha aludido, a estudio 
de la Comisión, pero de todos modos expondremos nuestra posición concretamente sobre las 
modificaciones a los mencionados artículos. 


Quizás empecemos por la iniciativa que sólo se refiere al artículo 70, para luego pasar a la 
que hace mención a los artículos 35 y 70. Por lo que vemos, el artículo 70 se considera en los dos 
proyectos de ley a estudio de la Comisión. Como se trata de temas muy técnicos, me acompañan en la 
delegación el Presidente del Instituto Nacional de Colonización, el Vicepresidente de esa institución y 
asesores jurídicos, tanto del Instituto como del Ministerio. Por tanto, si se me permite, cedería el uso de 
la palabra al Presidente del Instituto Nacional de Colonización. 


SEÑOR GAGGERO.- En primer lugar, quiero agradecerles por habernos recibido. 


En nombre del Instituto Nacional de Colonización, queremos dar nuestra opinión sobre los 
dos proyectos. Incluso, tenemos conocimiento de que hay un tercero, presentado por el señor Senador 
Da Rosa, que modificaba el artículo 35 a que se hace referencia en la Ley N* 18.187, eliminando su 
inciso segundo. Se trata de un inciso polémico por el cual se le otorga al Instituto la potestad de 
comprar el 20% de un predio de más de 1.500 hectáreas ofrecido a este. Por su redacción, el inciso 
quedaba muy genérico y creaba ciertas dificultades. Entonces, acordamos con los señores Senadores 
y con los señores Representantes no aplicar ese inciso. A esos efectos, el señor Senador Da Rosa 
elaboró un proyecto de ley -tengo entendido que fue presentado en la Comisión- que eliminaba ese 
inciso, con lo que estamos absolutamente de acuerdo porque, tal como señalé, sólo genera 
dificultades. Esta es la primera apreciación que quiero realizar. 


Con respecto al artículo 35, quiero mencionar que la primera dificultad que encontramos en 
el proyecto de ley presentado por los señores Senadores Lapaz, Heber y Alfie, es que allí se emplea la 
palabra “vender”, cuando al hablar del propietario refiere a lo que debe hacer “antes de vender un 
campo”. Nosotros consideramos que es más conveniente utilizar la expresión “enajenación”, porque 
tiene una concepción más amplia que el término “vender”, pues incluye todas las oportunidades de 
negocio en donde se transfiere la propiedad y el uso de la misma; incluso, hasta las donaciones. 
Vender es canjear la cosa por un precio, y hace más limitativa la opción del Instituto Nacional de 
Colonización de acceder a esa tierra. Esta es la primera diferencia que tenemos, y vuelvo a reiterar que 
estamos de acuerdo en eliminar el segundo inciso relativo a la opción de compra. 


Otro tema que nos preocupa refiere al inciso quinto de esta disposición, que dice que en 
caso de ventas realizadas en remate público, el Instituto Nacional de Colonización deberá comparecer 
al mismo y efectuar su opción en el momento de decidirse el remate. Para el Instituto Nacional de 
Colonización este inciso genera una dificultad, porque no significa otra cosa que una obligación para él, 
y le crea dificultades en un remate público pues deben concurrir los funcionarios que llevan una cifra y 
con instrucciones de hasta dónde se puede pujar, dónde hay que dejar una seña, etcétera. Por 
ejemplo, quizás se venda en 102, y había una orden de que sólo se llegara hasta 100. Tampoco se 
pueden realizar los estudios, aunque con tiempo, teóricamente, se podrían hacer. Concretamente, no 
agrega nada, porque el remate es un acto de la compraventa, y esta se consustancia cuando, después, 
se efectúa la escritura. A su vez, después del remate y previo a la escritura, el Juez oficia al Instituto el 
ofrecimiento, quien estudia el predio, los precios y, si está dentro de las condiciones de su interés, hace 
la opción. Por lo tanto, consideramos que lo único que crea esto es un inconveniente en el accionar del 
Instituto, sin agregar ningún factor de beneficio ni a la sociedad en su conjunto -para lo cual se creó el 
Instituto- ni tampoco al vendedor. Recordamos que todos los remates de bienes rurales que se han 
hecho en el pasado refieren a compras de cartera o de créditos, por lo cual la dificultad del Instituto de 
competir en un remate público con alguien que ya tiene a su favor un precio, es difícil. Entonces, los 
postulantes no cuentan con iguales condiciones. 


Por otro lado, en caso de que la opción no pase por el Instituto, cuando se concreta el 
negocio jurídico se hacen responsables de la multa: el que vende, el escribano actuante y, 
subsidiariamente, el rematador. Creemos que está bien sacar lo relativo a la subsidiariedad del 
rematador -que, en este caso, es un auxiliar de la Justicia- pero entendemos que debe mantenerse la 
responsabilidad del escribano que actúa en un negocio de compraventa sin la autorización del Instituto. 
Asimismo, el plazo que este tiene para aceptar, o no, el ofrecimiento de venta de una fracción de más 
de 500 hectáreas índice CONEAT 100 se pasa de diez días -tal como lo estableció la Ley N* 11.209- a 
veinte días. Vale decir que en este año de vigencia de la norma legal hemos actuado con total 
diligencia, hemos otorgado los certificados y constancias en plazo, en ninguna ocasión hemos 
insumido más de veinte días y extendimos la certificación negativa que hace que el adquirente de ese 
predio no encuentre ninguna objeción en los registros públicos porque allí figura la constancia de haber 
pasado por el Instituto aunque la respuesta haya sido negativa. Si el miedo obedece a la 
burocratización o a la falta de respuesta, debo decir que hasta el presente eso no ha ocurrido y 
creemos que tampoco sucederá en el futuro en un Instituto eficiente como el que estamos 
desarrollando. De cualquier modo, es simplemente un punto de vista. En definitiva, teníamos diez días 
y el hecho de establecerse veinte días o diez días hábiles nos mejoró la posibilidad de estudio. 
Tengamos en cuenta que cuando se compra un predio se realizan varios estudios en los cuales 
participan distintas secciones del Instituto las que, a su vez, emiten sus respectivos informes. 


En otro orden, queremos señalar que un inciso de la Ley N* 18.187 -el que refiere al 
ofrecimiento vinculado a otros bienes- ha generado problemas de interpretación, por lo que se propone 
una mejora en su redacción en cuanto a que debe ofrecerse la tierra -con lo cual estamos de acuerdo- 
y es necesario fijarles un valor a los otros bienes. Cuando intervenían en un ofrecimiento casas, 
apartamentos, tractores, etcétera, el Instituto no tenía interés o, incluso, no poseía bienes para 
canjearlos. Por consiguiente, insisto, lo importante es que se establezca un monto de dinero. 


En resumen, esta sería la posición del Instituto respecto al artículo 35. 


SEÑOR MINISTRO.- El punto de vista que ha esgrimido el señor Presidente del Instituto Nacional de 
Colonización fue trabajado en conjunto por los equipos jurídicos del Ministerio y del propio Instituto, por 
lo cual puede tomarse como la palabra del Poder Ejecutivo en esta materia. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Da Rosa) 


-El otro cuerpo conceptual que, quizás, haya sido el que más trabajo ha dado es el que tiene 
que ver con la modificación del artículo 70. 


SEÑOR GAGGERO.- A nuestro entender, el artículo 70 de la Ley de Colonización es medular, porque 
conjuga toda la expresión que el Legislador de 1948 quiso dar a la función social de la tierra. 
Concretamente, la Comisión que estudió el tema de colonización y de reforma agraria estableció -si 
los señores Senadores leen el Diario de Sesiones de la época, lo podrán observar- dos observaciones 
en el Mensaje que eleva al Plenario para su aprobación: una de ellas, de la señora Senadora Julia 
Arévalo y otra, del señor Senador Vignolo, que eran específicas. Allí queda muy claro que lo que venía 
del Banco Hipotecario era tierra que la sociedad uruguaya había comprado para destinarla a la 
colonización, adecuándose a los fines que establece, en su artículo 1%, la Ley N* 11.029, como son la 
racional subdivisión de la tierra, su uso adecuado y el bienestar del trabajador rural. Dentro de esta ley 
hay toda una serie de elementos que apuntan en esta dirección y, justamente, el artículo 70 es uno de 
los principales que determina que la tierra colonizada no pierda esos fines antes mencionados, no se 
dedique a la especulación, ni se subdivida de más. En dicha disposición se establece la potestad de 
crear -que tiene el Directorio del Instituto- sobre las colonias que se integran -estamos hablando de lo 
que determinó el Legislador de 1948-; y también estarán afectadas a la ley todas aquellas que se 
compren. El Directorio del Instituto tiene la potestad de declarar, por cinco votos, la salida de la 
administración de ese régimen público de la ley N* 11.029 de una colonia, basada dicha salida en 
motivos fundados; y sucede lo propio con una parcela de la colonia, necesitando para ello cuatro votos 
para un negocio particular o desafectado. 


Nosotros pensamos que esa era la visión de aquellos Legisladores -por supuesto, nadie 
discute sobre su idoneidad o capacidad- sobre el mundo agrario del año 1948 al tratar de introducir 
una ley para proteger y colonizar la tierra. En 1905 el doctor Ros de Oger, oriundo de Paysandú, 
presentó la primer propuesta de colonización cuando le envía una nota al primer Diputado socialista, el 
doctor Emilio Frugoni, quien presenta un proyecto de racional subdivisión de la tierra. Estamos todos 
contestes en cuanto a que la Ley N? 11.029 coordina las colonias que había comprado la Sección 
Fomento del Banco Hipotecario del Uruguay -que había generado otras leyes- y le da esas 
potestades. Si hoy las queremos declarar desafectadas, estamos yendo contra el espíritu de la Ley del 
año 1948. Esto es algo que el Legislador puede hacer, pero el Instituto no está de acuerdo. Creemos 
que la colonización ha sido fruto de un enorme esfuerzo de la sociedad uruguaya al generar 
aproximadamente 500.000 hectáreas en más de sesenta años de promulgada la ley y sería una pena 
transformar 180.000, que provienen del Banco Hipotecario del Uruguay, en tierras de propiedad privada 
que, en la zona de Paysandú -donde hay 160.000 hectáreas con áreas de aptitud forestal- 
seguramente van a ser destinadas a la forestación y no a la utilización que hoy se les da, en muchas 
de esas colonias, por parte de una innumerable cantidad de productores familiares. Por lo tanto, 
reivindicamos el sentido de afectación de las colonias provenientes del Banco Hipotecario del Uruguay. 
Los casos a discusión están contemplados en este artículo 70 que hoy tiene la Ley N* 18.187 y 
también la que proponen los señores Senadores. 


Pensamos que este artículo de la Ley N* 18.187 contiene situaciones que no son buenas y 
estamos de acuerdo en que se elimine. Me estoy refiriendo a la regularización de aquellos títulos que, 
sin permiso del Instituto Nacional de Colonización, se vieron afectados. Solo en un período de la 
historia el Instituto no estuvo de acuerdo con lo que venía del Banco Hipotecario del Uruguay. Y, 
casualmente, ese período es el del régimen de facto, donde hubo determinaciones del Servicio Jurídico 
del Instituto en las que se dice que la tierra está afectada, pero el interventor dijo que la ley era él y 
decretó que había inmuebles desafectados. Esa fue la única posición que hubo desde el año 1984 en 
adelante, ya que el Instituto tiene una postura jurídica totalmente cerrada en ese sentido, y que, 
además, ha sido avalada por juristas que han intervenido en las distintas acciones iniciadas por 
personas que se han sentido lesionadas. Precisamente, lo que este artículo de la Ley N* 18.187 quería 
crear, porque constituía una necesidad pública, era la regularización de los títulos de aquellos 
compradores que no siendo propietarios de tierras afectadas, no habían solicitado la autorización para 
enajenar, que es la única autorización que el Instituto requiere. Cuando se pide la autorización para 
vender una parcela o una fracción afectada, el Instituto estudia quién es el comprador y si este tiene 
varias fracciones en la colonia, el Instituto no lo autoriza, y si tiene que dar su autorización por alguna 
otra condición, la estudia y procede a otorgarla. Quiere decir que no se prohíbe la venta ni el uso ni el 
goce, sino que se estudia su definición. Incluso, el Instituto ni siquiera interviene en el tema del precio 
de la fracción. 


Todos esos negocios jurídicos que están hoy vigentes son nulos de pleno derecho si no 
cuentan con la autorización del Directorio en su momento y, precisamente, nuestra intención era 


regularizar esa situación. Por lo tanto, eso fue lo que se propuso en la Ley N* 18.187. También en esa 
ley, hoy vigente, se establece un plazo que los señores Senadores mismos han prorrogado en la 
regularización. Nosotros creemos que está bien que exista una necesidad de regularizar y, más aún, el 
Instituto cree que posiblemente la ley pueda habilitar a que se haga en forma directa la legalización de 
los títulos de propiedad adquiridos sin permiso del Instituto, pero si lo sacamos del Derecho Público, el 
Instituto perdería una enorme fuerza e importancia en lo que respecta a la colonización. Como ya he 
dicho, aquí están involucradas alrededor de 190.000 hectáreas. 


Ahora bien, el Instituto cree que es inaplicable el último inciso de ese artículo 70, por el cual 
se dice que la tierra de aquel propietario que no regularice al cabo de veinticuatro meses, pasará a ser 
del Instituto. Esto sí nos parece que viola el artículo 32 de la Constitución y, por lo tanto, es 
absolutamente aconsejable que se cambie esa disposición. 


Básicamente esa es la visión que el Directorio tiene sobre este tema, y desde ya adelanto 
que estamos a las órdenes de los señores Senadores para responder cualquier consulta que deseen 
formular. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero señalar que, en realidad, este tema específico de la modificación del 
artículo 70 de la Ley N* 11.029 ha sido tratado en más de una oportunidad en esta Comisión. En ese 
sentido, hemos recibido a representantes de agremiaciones, de colonos, de entidades agropecuarias y 
de la Asociación de Escribanos del Uruguay, que han venido a formular objeciones con respecto a ese 
artículo. Eso ha motivado que algunos Senadores hayamos presentado una fórmula sustitutiva, que no 
pretende ir contra el espíritu ni el conjunto de las modificaciones a la Ley N* 11.029, pero que sí trata 
de dar un mayor margen de certeza desde el punto de vista jurídico. Esto ha sido así, sobre todo, a la 
luz de las expresiones de la Asociación de Escribanos del Uruguay que ha planteado un escenario de 
incertidumbre en lo que tiene que ver con los predios que de alguna manera resultaron afectados por 
políticas o programas llevados a cabo por el Instituto Nacional de Colonización, aun cuando no lo 
hayan sido bajo la vigencia de la Ley N* 11.029. Precisamente, todo esto nos llevó a trabajar sobre el 
punto para poder dar certidumbre a la situación, antes que nada, en el tiempo, al punto tal de decir que 
de acá para atrás esta norma no los afecta, pero que de aquí en adelante sí los comprenderá. Esta ha 
sido un poco la idea y el deseo de esta Comisión para darles, por un lado, tranquilidad a los colonos - 
algunos de los cuales no pueden ser llamados así porque son titulares de predios que desde hace 
veinte, treinta o cuarenta años dejaron de pertenecer al Instituto- y, por otra parte, certeza a la propia 
Asociación de Escribanos del Uruguay a la que se le creó la incertidumbre sobre aquellos predios que 
fueron transferidos y enajenados antes de que entrara en vigencia la Ley N* 11.029. Esta situación 
llevó a la presentación de varias iniciativas, entre ellas, la presentada por el señor Senador Lapaz 
proponiendo modificar el sistema actual, y otra por los señores Senadores Camy, Alfie y quien habla, 
en el mismo sentido. Esa fue la idea. La intención de la Comisión no fue la de tender hacia una radical 
antinomia o modificación respecto de lo que ustedes han planteado desde el Instituto Nacional de 
Colonización, sino la de buscar dar un marco de certeza a la gente para terminar con esa incertidumbre 
que, en lo personal, considero no es bueno para el Instituto, para el Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca, para el Parlamento, ni para nadie. Este ha sido un poco el propósito sobre el que 
hemos estado trabajando y el que nos anima a buscar alguna solución legislativa en la que, adelanto, 
no queremos generar una situación de contradicción o de enfrentamiento con el Instituto Nacional de 
Colonización, ni con el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. En definitiva, queremos encontrar 
una solución que conforme el punto de vista de todos y que tranquilice toda esta antinomia y situación 
que ha sido fuertemente agitada por este tema a lo largo de los últimos meses o años. 


SEÑOR MINISTRO.- Solicito al señor Presidente autorización para que la doctora Pérez se refiera con 
más detalle a este aspecto que ha estado en consideración en el Instituto desde que existe, por la 
práctica de las distintas situaciones que se han venido planteando y que han construido una especie de 
doctrina interna dentro de ese ámbito. 


SEÑORA PÉREZ.- Voy a tratar de dar un poco la visión desde el Instituto por su experiencia porque, 
justamente, las modificaciones que se plantearon con la Ley N* 18.187 fueron las de dar certeza 
jurídica. En este sentido, el Instituto entendía que los bienes provenientes del Banco Hipotecario del 
Uruguay, y que eran base del Instituto Nacional de Colonización, estaban afectados a la ley, pero como 
no había disposición alguna que así lo estableciera, se realizaron distintas interpretaciones por parte de 
los escribanos actuantes en ese momento. Cuando una persona pretendía vender un inmueble rural, 
se encontraba con un escribano que le decía: “Usted no solicitó la autorización al Instituto y este 
inmueble tiene su origen en el Banco Hipotecario del Uruguay”. Entonces, cuando el vendedor llegaba 


al Instituto nos preguntaba cómo podía solucionar su situación, porque el escribano le había 
manifestado que tenía un título nulo. Obviamente, el Instituto no podía resolver esa situación porque no 
podía convalidar lo que es nulo por ley. Por esa razón, se entendió prudente establecer claramente que 
los bienes que provenían del Banco Hipotecario del Uruguay estaban alcanzados -de acuerdo a los 
fines de la ley- con una afectación de disposición por la cual quien ingresaba a la propiedad rural social 
no podía trasmitirla sin la autorización previa y que era necesario crear un mecanismo para convalidar 
todas las situaciones que durante sesenta años de aplicación de la norma, por desconocimiento, 
especulación o el motivo que fuere, no se habían hecho conforme a derecho y, por tanto, habían 
generado negocios nulos. 


Se intentó dar certeza jurídica, pero no la dará el establecimiento de la Ley N* 11.029 de 
1948 porque hay bienes escriturados antes de ese año, con una hipoteca que terminó de cancelarse 
en el Instituto Nacional de Colonización. Vale decir que, por el hecho de que los bienes hayan sido 
escriturados antes de 1948, no existen garantías de que no hayan estado administrados durante 
determinado tiempo por el Instituto Nacional de Colonización hasta la cancelación de las hipotecas. En 
esas situaciones, siempre hay que ir al caso concreto. Creo que la preocupación real de los escribanos 
es que durante todo este tiempo no han tenido acceso a un registro claro en el que se les indique que 
un padrón está afectado a los fines de la ley y que para hacer el negocio de que se trate, tienen que 
pedir la autorización previa. 


El Instituto Nacional de Colonización está haciendo todo lo posible para confeccionar un 
registro de todos los padrones y expedir certificados -ya hubo una resolución de Directorio al respecto- 
para que los escribanos tengan un documento que les indique que están actuando conforme a derecho 
y, por tanto, protegiendo los intereses de sus clientes. Creo que la preocupación de los escribanos es 
que no tienen clara la situación porque, de pronto, hay títulos muy antiguos de los que no hay 
antecedentes y les quedaría la incertidumbre de si realmente están afectados o no y nunca saber si 
están haciendo un negocio válido, sobre todo en el momento en que pasan a ser responsables 
solidarios. 


No sé si fui clara, pero quedo a las órdenes para evacuar cualquier duda. 


SEÑOR MINISTRO.- En realidad, el sentido de mantener estas propiedades es que ya estaban 
afectadas a la colonización, pero bajo la herramienta del Banco Hipotecario del Uruguay, en la Sección 
“Fomento Rural”. En la égida del Instituto nada tiene que ver con la afectación del derecho de 
propiedad de sus actuales propietarios. Incluso, el Instituto tiene mecanismos para desafectar de la 
colonización parcelas que integran las colonias si se dan ciertas condiciones; éstas están establecidas 
e, incluso, se fijan las mayorías especiales que se necesitan si hay un fundamento para desafectarlas. 
Es una cuestión práctica que está sucediendo. En algunas circunstancias, por las causales que 
establece la ley, es razonable desafectar una parcela, o sea, considerar que ésta ya no integra más la 
unidad colónica. 


Entonces, ¿cuál es el sentido que tiene para nosotros la necesidad de una autorización 
previa? En realidad, el sentido es mantener la unidad de la colonia o, dicho por la negativa, evitar la 
fragmentación, no porque una colonia deba ser una estructura homogénea del sistema productivo o 
tener determinados tamaños de predios -ya que dentro de cada parcela los colonos tienen libertad de 
empresa y producen lo que quieren- sino porque -sobre todo en el marco actual en el que ha habido un 
proceso muy fuerte de compra de tierras en el país- en la colonia hay actividades que no han sido 
evaluadas previamente. Si los suelos son forestables y una empresa los quiere adquirir, 
evidentemente, puede dedicarse a la forestación y, por ello, estamos autorizando a sociedades 
anónimas a comprar cientos de fracciones chicas. Ahora bien; si determinadas empresas compran 
fracciones en una colonia donde hay ganaderos o lecheros e instalan montes forestales, en realidad, 
rompen la unidad colónica, lo que tiene un impacto y perjudica. El Instituto tiene la potestad -y para ello 
lo respalda la ley- de mantener las mejores condiciones posibles para el desempeño de los colonos y 
de allí surge el sentido de la autorización previa. Esto para nada significa retroceder ni reivindicar una 
colonización más grande que la actual, ni establecer condiciones diferentes. Es más; al comienzo, por 
la redacción de la Ley N* 18.187, se generaba una complicación administrativa impresionante porque 
había que ir a los registros originales de todas estas parcelas y esto sí asustaba, y mucho, a los 
escribanos. Había que realizar una revisión histórica de cada una de las parcelas y como posiblemente 
durante aquellos años algunas hayan sido vendidas varias veces, el trabajo registral y de revisión iba a 
resultar absolutamente inconveniente. La idea es facilitar las cosas sin inmiscuirnos en el Derecho de 
Propiedad, pero tenemos la obligación de mantener las colonias en las mejores condiciones de 


funcionamiento. Este es el sentido; por ello nuestra opinión es que no es conveniente sacar 
administrativamente del ámbito de las colonias parcelas que han tenido cada una su historia; y cuando 
se tomen decisiones, estas deben ser autorizadas por quien administra el conjunto. Ahora bien; ¿cómo 
se redacta esto? Es un problema jurídico. 


En lo personal, señalo cuál es nuestra visión respecto del funcionamiento de esos territorios 
colonizados que resultan por demás importantes para nuestro país. 


SEÑOR GAGGERO.- El artículo 73 del Capítulo XII, que refiere a la habilitación de las colonias, dice: 
“El Instituto podrá declarar salidas de su Administración, aún del régimen instituido por esta Ley, total o 
parcialmente las colonias establecidas o que se establezcan o cuando se presenten o concurran 
algunas de las siguientes circunstancias”. Evidentemente, el Legislador es claro cuando alude -año 
1948- a cuáles colonias provenían del Banco Hipotecario y cuáles eran nuevas. De esto no cabe duda 
y la afectación está incluida en la Ley. Cabe destacar que toda la Ley N* 11.029 refiere a las colonias y 
a la colonización, es decir, como un todo. Por lo tanto, expresar hoy que se compró una fracción dentro 
de una colonia no sabiendo que era una colonia, no es un argumento de mucho peso. 


SEÑOR MUJICA.- Me parece que aquí se ha enfocado la historia jurídica, pero la política de 
colonización ha tenido históricamente, a pesar de sus avatares, la intención de facilitar que la gente se 
radique en el campo. La evolución de los últimos años y la aparición de ciertas formas de trabajo, 
fundamentalmente, en el caso de la forestación con la aparición de compañías muy grandes, están 
planteando el problema de que pueden quedar partidas, desechas y verse afectado el esfuerzo 
realizado durante muchos años, en el sentido de que extensas zonas de campo se incorporan a 
grandes propietarios y quedan aisladas, con todo el retroceso social que ello significa, inutilizando la 
caminería, la instalación de luz eléctrica, las viviendas, las escuelas rurales. La sociedad hizo una 
inversión, un esfuerzo que habrá sido pobre, que no habrá sido suficiente; pero lo cierto es que se dan 
fenómenos de ese tipo. Por otro lado, tenemos el problema del derecho irrestricto, como se interpreta, 
al uso de la propiedad, que no registra, necesariamente, en sus antecedentes, la historia y el esfuerzo 
que hizo la sociedad durante mucho tiempo a través de una política. Es evidente que en el fondo existe 
una manera de pararse frente a esta realidad. ¿Qué es lo que tiene más prioridad? ¿Cuáles son los 
márgenes? Esta es una discusión muy sensata y como cualquier otra, al final, hay que tomar una 
decisión. Este asunto es así de sencillo y de claro. 


Es evidente que la ley surge en un momento que había determinadas ideas, realidades, una 
manera de trabajar y problemas. Después, la ley, en su aplicación, generó historia. En realidad, el 
Uruguay ya venía haciendo este esfuerzo mucho antes de la sanción de la ley. Aquí hubo colonización 
mucho antes y hasta por vía privada. El país empeñó mucho en este tema. El problema, ahora, es si se 
desarma, porque puede venir una empresa con recursos y comprar mucho. No se debe negar que el 
eventual colono o comprador que tiene una fracción puede vendérsela a otro o a otros que la van a 
trabajar. El problema es si desaparecen la colonia y los habitantes. ¡Este es el problema! Nosotros 
hemos visto en algunas zonas del país, como, por ejemplo, en Laureles o Tacuarembó -donde nació 
Cardoso, Representante por ese departamento- que una compañía compró varias hectáreas de tierra y 
de allí se fue un montón de gente. ¿Es necesario que haya gente poblando el territorio? Para mí es 
aquí donde está el problema. Claro que también están los aspectos jurídicos. 


SEÑOR MINISTRO.- En realidad, no hacemos una defensa a ultranza de la ley de 1948, porque el 
Uruguay de 2008 no es el de 1948. Es cierto que quizás nosotros tenemos que pensar para adelante, 
en los límites y la necesidad de una herramienta que se construyó en cierto momento del país, incluso 
si debe tener esta forma. En 1948, la idea era que si había grupos de agricultores que permitiera a 
asalariados rurales trabajar la tierra, se podrían convertir en productores. En realidad, la colonización 
progresiva era también para educar, y por eso el Directorio del Instituto era como un organismo de 
enseñanza; en aquellos años era como una escuela de la agricultura. No es raro que las colonias estén 
todas en las zonas agrícolas y que haya muy pocas en las zonas ganaderas, pues la visión política de 
esos años indicaba que el desarrollo agrario de nuestro país debía pasar de la ganadería a la 
agricultura; se tenía una concepción europeizada del desarrollo. Eso sucedió hace más de 50 años, por 
lo que ahora hay que repensarlo. En esta primera Administración que hemos tenido en el Instituto 
Nacional de Colonización se ha buscado recuperar la herramienta, dar gobernabilidad y resolver una 
cantidad de problemas importantes que quedaron pendientes. Además, se pretende convertir al 
Instituto en un organismo que funcione con un acuerdo de los colonos y donde los funcionarios estén 
dispuestos a enfrentar los nuevos desafíos. Más adelante vendrá una etapa de transformación 
institucional. 


Siguiendo con esta visión esquemática en etapas que estoy dando, quiero decir que en 
realidad ha habido algunas acciones del Instituto que demuestran la adaptación o la utilización de los 
nuevos momentos para asentar gente en el campo y darles acceso a las tierras. En este sentido, se 
han firmado acuerdos mediante los cuales el Instituto instala familias ganaderas o lecheras en tierras 
de propiedad de empresas forestales -que no son de prioridad forestal- lo que da la idea de una tarea 
nueva que ya no es ir a la Pampa e instalar una colonia, sino brindar trabajo a la gente a partir de las 
empresas reales que tiene hoy el país. Quizás el segundo ejemplo es el de “Rio Tinto”, una empresa 
minera importante que está dando los pasos previos para la instalación de un puerto sobre el Río 
Uruguay y que negoció con el Instituto -con la participación del Gobierno- ese lugar que, por los suelos 
que tiene, una vez fue colonia. Hoy no tiene mucho sentido tener agricultores en esa zona, pues son 
suelos de mala calidad, y ese es el resultado de la historia. Esta flexibilización llevó a que el Instituto le 
vendiera a esta empresa para realizar inversiones logísticas, que son necesarias y convenientes, y con 
esos recursos se construyó este predio, donde productores lecheros y familias rurales pueden trabajar 
en mejores condiciones. Entonces, también los cambios que se están dando ofrecen oportunidades de 
mejorar las cosas. Creo que es necesaria esa visión dinámica del Instituto, que debe pasar de ser la 
herramienta construida en 1948, donde todo grano que se producía se vendía, a lo que se precisa en el 
Uruguay de hoy. Sin embargo, esa situación no se arregla liberalizando la compraventa de tierras que 
están dentro de las colonias. Con esto quiero decir que no estamos defendiendo las colonias como 
tales, sino que estamos tratando de evitar su fragmentación. Esto no significa una negación de la 
necesaria transformación del Instituto y de las tierras porque, además, éstas se asignaron hace 50 
años. Todas las estancias inglesas que se repartieron en Santa Blanca, Santa Kilda, Ros de Oger, en 
realidad eran campos ganaderos donde se producía forraje y los barcos salían cargados de carnes y 
de lenguas de los puertos que había sobre el Río Uruguay, en el Saladero Guaviyú, rumbo a Gran 
Bretaña. Hoy podemos decir que hacer colonias allí y plantar trigo, desde el punto de vista técnico 
estuvo mal. Lo que ocurrió fue que en aquellos tiempos no existían los mapas de suelos que hoy 
existen, ni tampoco los conocimientos técnicos que se tienen en la actualidad. Los rendimientos de 
trigo de aquellas colonias fueron muy buenos durante tres o cuatro años, pero después la gente quedó 
con fracciones chicas, sin posibilidades de que sus unidades productivas fueran viables. De hecho, la 
historia llevó a que se fueran juntando las fracciones chicas, convirtiéndose en estanzuelas cada vez 
más grandes porque no era viable un predio de pocas hectáreas en suelos arenosos. 


En fin, quizás algunas de mis reflexiones sean más para lo que viene a futuro, pero quise dar 
una visión de flexibilidad y adaptación a los tiempos, un poco contraria a la fragmentación dictada por 
la compraventa simple, que puede llevar a efectos negativos en las colonias. 


SEÑOR GALLINAL.- Quiero señalar que no comparto la interpretación que dan los representantes del 
Instituto Nacional de Colonización, ni el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. 


En primer lugar, me parece muy claro que ese no fue el espíritu ni la intención de quienes 
aprobaron la Ley N* 18.187. Ese tema nunca estuvo arriba de la mesa, y al promover esa ley a nadie 
se le ocurrió, ni siquiera indirectamente, generar una circunstancia de estas características. 


En segundo término, considero que se está entrando en una suerte de revisionismo, cuyos 
límites hoy nadie está en condiciones de establecer. 


En tercer lugar, me parece que es absolutamente insensato e imprudente dar esa 
interpretación, porque estamos generando una falta de certezas, no sólo para quienes hoy están 
directamente involucrados en la materia, sino para todo el sector, y creo que no es bueno que el 
Gobierno ni el Poder Legislativo envíen señales de esas características, muchos menos en momentos 
como los que se viven con tema vinculados al sector inmobiliario, en este caso a los inmuebles rurales. 


Por otra parte, creo que el proyecto de ley presentado por el señor Senador Lapaz, con esa 
redacción u otra que podemos consensuar -debería salir en forma urgente porque, a esta altura de los 
acontecimientos, no alcanza con las prórrogas- tiene que arribar a una solución que, de ninguna 
manera, determine mirar hacia atrás. Lo digo, porque no tenemos potestades legales para hacerlo, 
porque estaríamos desconociendo, no solamente derechos adquiridos, sino también la normal 
aplicación de un conjunto de institutos del área jurídica que han cumplido sus plazos y, en 
consecuencia, son una limitante y un impedimento para que se haga un revisionismo de esas 
características. 


Digo más: en el seno de esta Comisión existía un consenso respecto de la necesidad de 
aprobar una ley y de cuál era el fondo del asunto. Hasta hoy, no había escuchado discrepancias en esa 
materia, y creo que todos estábamos contestes, pero ahora no. Ahora vemos que el Gobierno no 
comparte esa posición; vemos que está creando un problema, y me parece que es bueno que lo 
advirtamos porque a esta gente no la para nadie. Esta gente se está movilizando en todo el país, 
porque está alarmada por lo que está sucediendo. Entonces, si no culminamos con un punto de 
entendimiento o, por lo menos, con un puente tendido que nos permita explorar una solución, después 
que lean la versión taquigráfica de esta sesión la situación se tornará mucho más grave con el correr 
de los días. Creo que esto lo sabe tanto el señor Ministro como el Presidente del Instituto Nacional de 
Colonización, porque si recorren el país se habrán topado en más de una oportunidad -como nos ha 
pasado a nosotros- con cientos de familias que enfrentan esta problemática. Incluso algunas no tienen 
nada que ver con el problema pero, sin embargo, ya se sienten alarmadas y preocupadas por las 
consecuencias de este proyecto de ley que buenos dolores de cabeza nos está dando no sólo en esta 
materia. Ya en la Cámara de Representantes se habían hecho algunas modificaciones, y quizás en eso 
todos seamos responsables por no haber prestado la debida atención o por no haber aprobado la ley a 
condición de modificarla inmediatamente, cosa que no estoy dispuesto a hacer nunca más. Pero así 
fue que procedimos en aquella circunstancia, porque había un espíritu diferente. ¿Cuál fue la intención 
de los autores del proyecto de ley y de las modificaciones que luego se introdujeron? Sin duda, era 
diametralmente opuesta a las consecuencias que hoy estamos discutiendo, y aquí está presente el 
señor Presidente de la Comisión, que fue uno de los principales impulsores de esta normativa. 


En definitiva, no estoy manifestando nada nuevo, porque todos estos argumentos ustedes los 
conocen. Los análisis jurídicos siempre tienen que estar ponderados por un equilibrio dentro de lo que 
es nuestro sistema, y el Derecho está para generar certidumbres y no para crear problemas y, aquí, se 
están creando dificultades muy importantes. Entonces, hago un llamado para prevenir entre todos las 
consecuencias graves que para esta temática puede traer que hoy nos vayamos de esta Comisión 
teniendo simplemente una opinión como la que hasta ahora se ha expresado. 


SEÑOR MINISTRO.- Nosotros fuimos convocados para brindar nuestra opinión y la Comisión -que es 
parte del Poder Legislativo- hará lo que le parezca correcto; nosotros no vinimos a discutir con los 
señores Senadores, sino sencillamente a dar nuestra opinión. El planteo que se hizo nos parece 
exagerado. No me cabe ninguna duda de que algún propietario o algún escribano estén preocupados, 
porque tienen que defender su patrimonio o su negocio; eso es natural. Ahora bien, que se diga que 
por esto hay un estado de alarma pública, me parece que es una exageración. Pero cada uno tiene su 
termómetro. 


SEÑOR GALLINAL.- No utilicé la expresión “estado de alarma pública”, sino que hablé de un estado 
de alarma entre los colonos, especialmente los que están directamente involucrados en la materia. Por 
lo menos, esto es lo que me sucedió cuando en los últimos meses visité varios departamentos: en 
todos lados encontré un grupo de gente que me planteó este tema. 


SEÑOR MINISTRO..- En realidad, el señor Senador se refiere a que es entre los colonos y en todo el 
sector. 


De ninguna manera nosotros pretendemos que falte certeza, ya que lo que estamos diciendo 
tiene fundamentos jurídicos, y no es mirar hacia atrás sino hacia adelante en las condiciones jurídicas 
que están establecidas para este tema. Lo que expresa la ley lo puede cambiar el Legislador; no existe 
obligación alguna de que sea inmutable. Pero la ley hoy establece lo que nosotros estamos 
sosteniendo, que es el Instituto Nacional de Colonización. No queremos desconocer los derechos 
adquiridos por nadie. Al contrario: queremos ir para adelante. 


SEÑOR GUERRERO.- Si no entendí mal, el señor Senador Gallinal manifestó que el espíritu del 
Legislador al sancionar la Ley N* 18.187 no era este; cuando la letra de la ley es clara, señor Senador, 
no se necesita ir al espíritu. No sé si los señores Senadores tienen en su poder el texto de esta ley que, 
en el segundo inciso del artículo 70 expresa: “Toda enajenación, gravamen o subdivisión, o la cesión 
en cualquier forma de disfrute, debe hacerse con la autorización previa del Instituto Nacional de 
Colonización (INC) aun en el caso en que el colono haya satisfecho integramente sus obligaciones y 
cualquiera fuere la procedencia dominial de las fracciones a que refieran, aun las provenientes del 
Banco Hipotecario del Uruguay, escrituradas o no”. Esto es lo que dijo el Legislador, y no hay que ir al 
espíritu de la ley; que esté equivocado o no, es otra cosa. Insisto en que la ley es clara y no debemos ir 
al espíritu. 


Por otro lado, si se me permite, quisiera tomarme el atrevimiento de decir que también he 
escuchado críticas a esta normativa en tanto la ley establece algunos plazos -algunos llegan hasta un 
mes después de sancionada la norma y otros, hasta los dos años- y, en concreto, el último inciso del 
artículo 70 expresa que una vez cumplidos veinticuatro meses, en caso de falta de cumplimiento, las 
tierras pasarán nuevamente al Instituto Nacional de Colonización sin indemnización alguna. Sobre el 
particular, reitero lo que señaló el ingeniero Gaggero en cuanto a que estamos dispuestos a derogarlo. 
De cualquier modo, a través de la Ley N” 18.385 el Legislador prorrogó estos plazos por seis meses 
más. Entonces, contamos con este tiempo para rever esta temática y, en tal sentido, nos 
comprometemos a trabajar en función de lo que hemos manifestado nuestro acuerdo en la tarde de 
hoy. Al igual que el señor Presidente, nosotros también tenemos la intención de que se logre un 
consenso. La premura que podían tener algunos propietarios o escribanos la salvó el propio Legislador, 
otorgando un plazo de seis meses. 


El otro inconveniente que a nuestro juicio tiene esta ley -opinión compartida por el Instituto y 
el Ministerio- es el relativo al artículo 35, que expresa que cuando se trate de un predio superior a las 
1.500 hectáreas el Instituto puede hacer uso de la opción para adquirir el 20%. Tengo entendido que el 
Instituto no ha hecho uso de esa opción en ningún caso e, incluso, ha manifestado que no lo hará. 


En definitiva, nos comprometemos a trabajar para alcanzar un consenso en aquello que 
hemos manifestado estar de acuerdo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero recordar que este proceso legislativo que tiene que ver con la Ley N? 
11.029 y con las modificaciones que se introdujeron, fue motivado por un proyecto del Partido Nacional 
-del cual soy uno de los firmantes- tendiente a flexibilizar, modernizar o “aggiornar” -para usar una 
palabra de moda- normas de la mencionada disposición legal con el propósito de dinamizar el proceso 
de colonización en el Uruguay. Eso originó una larga discusión en esta Comisión y en el propio 
Plenario del Senado de la República habiendo coincidido, finalmente, en aprobar ese proyecto de ley 
con algunas sugerencias formuladas por el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. 
Posteriormente, el tema pasó a consideración de la Comisión respectiva de la Cámara de 
Representantes donde, a instancias del Instituto Nacional de Colonización, se le introdujo una serie de 
modificaciones. Reitero que el propósito siempre fue el de dinamizar la colonización hacia el futuro -ese 
fue el gran espíritu de coincidencia que hubo en esta Comisión- sin complicar las situaciones que 
venían del pasado y, sobre todo, aquellas que tienen treinta o cuarenta años y en las que, en realidad, 
el titular del predio no es el dueño o en las que el campo fue comprado después de estar veinte o 
treinta años bajo un nuevo régimen jurídico, más concretamente, el previsto por la Ley N* 11.029. 


En consecuencia, creo que no tiene mucho sentido que hoy ingresemos en un proceso de 
revisión previo a la aprobación de la Ley N” 11.029. Reitero que ese fue el espíritu y la razón que nos 
impulsó a trabajar en este tema. Incluso, esto lo hemos hablado con algunos Legisladores del Partido 
de Gobierno y coincidimos en que debemos buscar una solución práctica, que no necesariamente debe 
ser la que está prevista en el proyecto del señor Senador Lapaz o en el que presentamos junto con los 
Senadores Camy y Alfie. Insisto en que lo importante es encontrar una solución que no le complique la 
vida a la gente que, luego de mucho tiempo, cree superado este tema. Ese es el espíritu con que 
nosotros queremos abordar este tema y buscar una solución de consenso -que no necesariamente 
deberá ser el proyecto que presentamos los señores Senadores Camy, Alfie y quien habla o el del 
señor Senador Lapaz- que permita zanjar este problema. Naturalmente sabemos que el Parlamento 
tiene la voz definitiva en este sentido, pero, de todos modos, queremos conocer la opinión tanto del 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca como la del Instituto Nacional de Colonización para ver 
cómo podemos lograr una definición en este sentido. 


SEÑOR MUJICA.- Quisiera saber cuántos son los casos que puede haber. ¿Cuándo estamos 
hablando de una familia y cuándo de alguien que compró un campo porque se le dio la oportunidad, 
que no tiene nada que ver con la colonización y sólo es un negociante? Tenemos que separar un poco 
las cosas, porque estamos ante una trama que -imagino- ha ido construyendo la vida. 


SEÑOR GAGGERO.- Entiendo perfectamente lo que ha expresado el señor Presidente de la Comisión 
y también sé la preocupación que le produce la Ley N* 11.029. Asimismo, conozco el esfuerzo que 
realizaron los señores Senadores por proveer al Instituto Nacional de Colonización de las herramientas 
necesarias para mejorar su accionar, y lo agradezco. También tengo que agradecer a la vida porque 
me dio la oportunidad de conocer las colonias, primero, como dirigente rural y ahora, como Director del 
Instituto. Puedo asegurar a los señores Legisladores -sé que no les voy a enseñar nada porque tal vez 


ustedes recorren el país mucho más que uno- que donde hay colonias, todavía quedan núcleos de vida 
rural, habitados por verdaderos productores rurales que se han afincado en sus tierras con sus 
familias, creando riqueza y oportunidades de trabajo. En muchos de esos lados, justamente, las 
personas que no viven en la colonia son los que no fueron trabajadores rurales, de acuerdo con el 
artículo 1% de la ley, sino compradores o adjudicatarios de tierra, por beneficios que no eran los que la 
ley aportaba. 


Quiero destacar que en las 190 colonias que tiene el Instituto, hay núcleos muy fuertes de 
vida rural a los que se los ha apoyado. Voy a dar dos ejemplos a los señores Senadores en los cuales 
ningún colono quiere vender ni una porción de tierra. Me refiero a dos colonias alemanas, que también 
están preocupadas por el Instituto Nacional de Colonización cuando éste hace inmigración y 
colonización para inmigrantes. Estas colonias también han crecido y no han dejado que se vayan los 
jóvenes rurales dando un gran ejemplo de unidad. Hay que destacar que tienen una base moral y 
religiosa que los sustenta, pero, igualmente, tienen una cohesión y una forma de vida tales que 
fomentan la defensa de la colonización y del Instituto Nacional de Colonización, sin ser colonos. Creo 
que, realmente, esto da la pauta de que al Instituto lo defiende la propia colonia y la colonización. 


Desearía que los señores miembros de la Comisión meditaran sobre lo que he expresado. 
Quiero señalar que hay muchos intereses de por medio, aunque no es nuestro cometido dar opiniones 
al respecto. 


Quiero señalarle al señor Presidente, así como también a los demás señores Senadores 
que, justamente, en base a estas herramientas que se han creado, a la ley y a los recursos que generó 
este Parlamento -por iniciativa de los Ministerios de Ganadería, Agricultura y Pesca y de Economía y 
Finanzas- el Instituto Nacional de Colonización, al día de hoy, ha crecido en 41.000 hectáreas y ha 
dinamizado la colonización en US$ 1:000.000 de crédito para colonos, en riego, pasturas y 
edificaciones, sin contar las que se han hecho por el Plan MEVIR. Además, ha instalado en el medio 
rural a trescientas familias de pequeños productores y trabajadores rurales. Es una obra que va en la 
línea de lo que manifestó el señor Presidente con respecto a la dinamización de la colonización. Esto 
ha sido posible gracias a la utilización de esas herramientas que he mencionado. Entonces, no 
desarmemos en un concepto de acción y producción social, eso en lo que tanto ha invertido el 
Uruguay, que comenzó en 1858, generando la Colonia Valdense y la Colonia Suiza, y continué luego 
en 1880, 1905, 1913, 1916, 1921 y 1933, en leyes que precisamente ligaban la colonización al destino 
de aquellos paisanos o gringos que eran agricultores y que, cuando el precio de la carne era bueno, 
invernaban novillos. Entonces, la sociedad uruguaya invirtió en todo eso y hoy tiene colonias de 
gringos, de uruguayos, algunas de las cuales son muy prósperas y otras, como ya hemos dicho, son 
ejemplos de lo que queremos cambiar, porque se trata de gente que no merece la tierra. A esa gente le 
estamos pidiendo la tierra y, sin dudas, estamos teniendo una dura lucha para reestructurar esa 
situación. Quería dar tranquilidad a los señores Senadores en ese sentido, porque eso es lo que 
verdaderamente nos interesa. 


SEÑOR MINISTRO.- Es evidente que el Instituto Nacional de Colonización se ha revitalizado en los 
últimos años y que una gran mayoría de la gente en nuestro país no tiene una opinión negativa sobre 
esta causa. Incluso, sabemos que se trata de una de las causas que ha sumado voluntades del 
oficialismo y también de la oposición. 


Quiero decir, además, que en ese ambiente favorable de defender la herramienta y de que 
ella resulte útil para un futuro, queda claro que todos tenemos que cambiar muchos aspectos de esta 
situación. Precisamente, en esa dirección apuntó el Partido Nacional con su propuesta de 
repoblamiento, a la que la discusión parlamentaria le fue agregando aspectos que ampliaron su 
espectro y que no estaban previstos en la ley original. 


Pero también hay otra vertiente, que tiene que ver con el Instituto Nacional de Colonización - 
que tiene una buena experiencia- quien también aprovechó la oportunidad para incluir en la ley algunos 
aspectos que según sus funcionarios los conducen a cumplir mejor su rol. En la práctica del Instituto 
hay una historia de todos los temas que han tratado sus abogados y escribanos, quienes se 
preocuparon de aclarar puntos importantes en las leyes a fin de que no se generaran incertidumbres de 
índole legal. Creo que a la buena voluntad inicial y a la correlación de fuerzas políticas que intentó 
mejorar la situación del Instituto, se agregaron muchos detalles, que quizás puedan parecer menores, 
pero que para la gente del Instituto resultaban importantes para que el funcionamiento institucional 
fuera mejor. No hay que olvidar, además, que si el Legislador trabaja sobre absolutamente todos los 


detalles que tienen que ver con el funcionamiento del Instituto, sin duda se tendrá que abordar un 
trabajo que será mucho más arduo que el de hacer la ley de nuevo. Entonces, es necesario decidir 
entre simplemente tratar algunos aspectos generales y no incluir los problemas de doble interpretación 
que se han dado en la institución o incorporar todo; y eso le corresponde, precisamente, al Legislador, 
ya que nosotros hemos venido aquí a dar nuestro punto de vista a fin de que los señores Senadores 
tengan otro elemento para hacer su trabajo. 


SEÑOR LAPAZ.- Concretamente, con este inciso que hemos propuesto, y que dice que las fracciones 
enajenadas por el Banco Hipotecario del Uruguay con anterioridad a la Ley N* 11.029 de 12 de enero 
1948 o las que formaban parte de las colonias creadas con anterioridad a esa ley, incluso las privadas, 
escrituradas o no, no se encuentran afectadas ni comprendidas por las disposiciones de esta Ley y 
continuarán rigiéndose por el derecho común, al parecer no están de acuerdo el Ministerio ni el Instituto 
Nacional de Colonización. 


SEÑOR MINISTRO..- Efectivamente, no estamos de acuerdo con esa redacción. 


SEÑOR LAPAZ.- ¿El Ministerio y el Instituto se oponen a que no se vean afectadas las que están 
anteriormente creadas? 


SEÑOR MINISTRO.- En realidad, no vemos que sea conveniente desafectar esas tierras de la 
colonización, genéricamente, porque creemos que para ello la propia ley tiene un mecanismo previsto, 
si se dan ciertas condiciones. Esto se ha hecho muchas veces y pensamos que se puede seguir 
haciendo. Con lo que no estamos de acuerdo es con que dejen de ser parte de las colonias. 


Me gustaría que el personal del Instituto Nacional de Colonización que se encuentra aquí 
presente pueda precisar este aspecto con más detalle. 


SEÑORA PÉREZ.- Creo que la posibilidad de desafectación está clara en la ley; allí se prevé la 
posibilidad de sacar definitivamente de la administración del Instituto una parcela o varias, o una 
colonia, así como también la posibilidad de que para un negocio determinado, siempre y cuando exista 
un cierto quórum, también se pueda desafectar. Esto está previsto, concretamente, en el último inciso 
del artículo 70 de la Ley N* 11.029 -que no ha sido modificado por la Ley N* 18.187- por medio del cual, 
el Legislador da una válvula de escape al Instituto para que, frente a un caso de fuerza mayor, de 
equidad o de un imprevisto, autorice a que se realice un negocio determinado, para lo cual se exigen 
cuatro votos del Directorio. Luego, en el artículo 73, está previsto que el Instituto podrá declarar salidas 
de su administración y aún del régimen instituido por esta ley; esto es, de una o varias parcelas o de 
una colonia completa. Para ello, se necesita la unanimidad de los miembros del Directorio. A lo que el 
Instituto Nacional de Colonización se opone es a que haya una desafectación genérica de todas 
aquellas parcelas que ingresaron a él cuando tenían, como base, al Banco Hipotecario del Uruguay y 
las Leyes de Fomento Rural. 


SEÑOR LAPAZ.- Comparto lo que ha sido expresado por parte de los señores Senadores, porque a lo 
largo de nuestro recorrido por el país, hemos mantenido reuniones con los colonos de Soriano, de la 
Colonia Agraciada, de la Colonia Concordia, de la Colonia Larrañaga, de la Colonia 19 de Abril, en 
Paysandú, y de la Colonia Italia, en San José, y todos ellos nos han expresado la preocupación sobre 
este tema. Es más, cuando los representantes de la Asociación de Escribanos del Uruguay y del 
Colegio de Abogados del Uruguay concurrieron a este ámbito, nos plantearon su inquietud por el tema 
de la retroactividad anterior a la vigencia del Instituto Nacional de Colonización. Indudablemente, ese 
es el punto central y medular de los planteos que hemos recibido a través de las distintas reuniones en 
las que tuve oportunidad de participar y que, por ejemplo, en el caso de la Escuela de Colonia 
Concordia, tuvo una concurrencia de alrededor de cien personas. Es claro que la preocupación sobre 
este tema movilizó a mucha gente, al punto tal que lo plantearon a nivel de la Cámara de Senadores, 
de la Cámara de Representantes e imagino que también a nivel del Instituto Nacional de Colonización 
y del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. En el caso concreto de la ley de repoblamiento de la 
campaña, se dio la situación de que en la Cámara de Representantes se hicieron algunos agregados y 
en el Senado no se introdujeron modificaciones. Ello no contemplaba el espíritu del primer proyecto de 
ley que se presentó. 


SEÑOR GAGGERO.- Creo que el tema de la retroactividad de la ley no es tal. Cuando se creó la Ley 
N* 11.029, sobre las colonias del Banco Hipotecario del Uruguay, cayó todo el precepto legal que 


formaba el cuerpo de esta normativa. Por lo tanto -tal como lo establece la propia Ley en distintos 
artículos- se incorporaron las colonias y la afectación de la tierra. Ahora bien, que posteriormente haya 
habido ventas sin autorización, es algo real; y por esa razón se buscó la solución. Me parece que este 
es un tema medular que, además, tiene solución. Ante las expresiones de la Asociación de Escribanos 
del Uruguay e, incluso, de algún jurista -no del Colegio de Abogados del Uruguay- en el sentido de que 
hay cierta inseguridad jurídica, el Instituto, por la teoría de los actos propios -porque éste, en 
determinado momento, dio ciertas autorizaciones para vender fracciones fuera de la orden de 
afectación invocada, que se denomina “teoría de los actos propios”- ha hecho acuerdos con la 
Dirección Nacional de Catastro para llevar a cabo la digitalización, habiéndose realizado ya en varios 
departamentos. En función de ello, van a estar disponibles los padrones fundadores de las colonias y la 
actualización de los padrones del Instituto Nacional de Colonización, aunque muchos no los tiene 
debido a que se subdividieron y se vendieron sin la autorización pertinente. Entonces, tenemos el 
original y, seguramente, en el corto plazo de dos meses, vamos a disponer de la solución del mapa del 
Uruguay con todos los padrones originales, que estarán superpuestos en la página web con los 
actuales. Los escribanos, con sólo ir al Instituto -si es que algunos profesionales no tienen 
computadora- y acceder al ordenamiento que se les va a ofrecer en la computadora, podrán determinar 
el origen del padrón. Ante toda la parafernalia que se ha hecho sobre distintos temas, quiero aclarar 
que hasta ahora se han presentado ciento cincuenta colonos a regularizar sus títulos, que esta ley 
tiene un año de aplicación y que el plazo ya venció. Hasta ahora solo hemos tenido un juicio de 
inconstitucionalidad contra esta ley. Reitero que toda esa manifestación enorme, en realidad, está 
reducida a lo que acabo de mencionar y, tal como señalaba el señor Senador Mujica, también se puede 
hacer un censo de aquellos colonos interesados. 


SEÑOR LAPAZ.- Tengo entendido que ha habido algún juicio -ya con fallo en algún Juzgado- 
declarando inconstitucional esta situación. 


El Colegio de Abogados -no algún jurista- nos hizo llegar una nota con fecha 19 de 
noviembre de 2008, que dice: “De acuerdo a lo resuelto por el Directorio del Colegio de Abogados del 
Uruguay, en sesión del pasado 10 del corriente, con el objetivo de confirmar la seguridad de los 
negocios jurídicos y evitar demandas por responsabilidad contra el Estado, cúmplenos hacer llegar una 
propuesta de modificación de la Ley N* 18.187, que solicitamos considere esa Comisión abogando por 
la aprobación de la misma. 


1) La ley no debe aplicarse a aquellos negocios jurídicos anteriores a la Ley N* 11.029 (se 
funda en los principios de seguridad jurídica e irretroactividad de la ley en el instituto de prescripción y 
en la interpretación de los actos propios dado que el instituto autorizó hipotecas sobre padrones que 
fueron antiguamente colonias). 


2) Debe eliminarse el inciso final del nuevo artículo 70 de dicha ley (se funda en el principio 
constitucional de previa indemnización a la expropiación). 


3) Se genere la obligación de que el Instituto Nacional de Colonización inscriba en el Registro 
de la Propiedad Inmueble que corresponda la resolución que dichos y cuales padrones rurales están 
abarcados colonias (principio de seguridad jurídica y publicidad de los negocios jurídicos). 


Solicitamos que se ponga a consideración de la Comisión que usted preside estas 
propuestas, quedando a su disposición para fundamentar la necesidad de su aprobación. 


Saludan con su consideración más distinguida, Dra. Griselda Volonterio, Presidenta; Dr. 
Ismael Blanco, Secretario”. 


Asimismo, he tomado conocimiento por parte de profesionales de que algunos ya han iniciado 
juicios por el tema de la inconstitucionalidad, por lo que quisiera saber si ya ha habido algún fallo 
favorable. 


SEÑORA PÉREZ.- Confieso que me acabo de enterar del dictamen del Colegio de Abogados del 
Uruguay. Me resulta un poco difícil, pero propongo y ofrezco hacer un estudio de ese fallo, porque 
realmente me parece muy importante. Casi todos los puntos referidos han sido contestados 
jurídicamente por el Instituto en trabajos de doctrina anteriores a la Ley N* 18.187. 


Con respecto a los juicios, hay sólo uno de inconstitucionalidad -del que el Instituto haya 
tenido noticias y que haya contestado- y refiere a la suspensión de un remate que se había dispuesto. 
El Instituto se presentó ante el Juzgado planteando que no se podía rematar sin autorización previa del 
Ente; se suspendió el remate y se presentó un recurso de inconstitucionalidad al artículo 70 con la 
redacción dada por el artículo 15, el que fue contestado por el Instituto y sobre el cual aún no hay fallo. 
Sí tenemos dos fallos en segunda instancia -uno a favor y otro en contra- con respecto a la aplicación 
del artículo 70. Uno es del año 2007 y allí el Tribunal de 4* Turno establece que, por tratarse de leyes 
de fomento rural, están dentro del ámbito de la Administración del Instituto Nacional de Colonización y, 
por lo tanto, debe pedirse autorización; en el otro, se sostienen todos los conceptos que ha manejado 
la Asociación de Escribanos del Uruguay. Ante el fallo que salió en contrario, el Instituto presentó un 
recurso de casación que va a estar a estudio de la Suprema Corte de Justicia. 


Por su parte, el juicio de inconstitucionalidad tiene que ver con un padrón adquirido al Banco 
Hipotecario del Uruguay, pero cuya hipoteca fue cancelada al Instituto Nacional de Colonización. 
Quiere decir que ni siquiera se trata de un bien adquirido y pagado completamente antes de la Ley de 
1948. Se terminó de pagar en el Instituto en el año 1952. 


SEÑOR LAPAZ.- Hace unos instantes, no con respecto a este tema, el señor Ministro esbozó un 
comentario sobre una venta que el Instituto Nacional de Colonización hizo a la empresa “Rio Tinto”. 
Desde el punto de vista jurídico, ¿en qué norma se basa el Ministerio o el Instituto Nacional de 
Colonización para vender directamente a la empresa “Rio Tinto” y no llamar a licitación o rematar esa 
fracción? 


SEÑORA PÉREZ.- ¿El señor Senador pregunta concretamente por qué se hizo la venta directa? 
SEÑOR LAPAZ.- Exactamente. 


SEÑORA PÉREZ.- Bien, señor Senador, la respuesta no está dada por una norma de la Ley de 
Colonización, sino por una disposición del TOCAF. Allí hay un artículo que en uno de sus numerales 
establece que, en caso de urgencia o si existe un interés determinado, se puede vender directamente. 


Por su parte, la Ley N* 11.029 contiene un artículo que permite vender a una empresa, 
desafectado de la ley, cuando se dan determinadas condiciones. 


SEÑOR GAGGERO.- Se trata del artículo 33, lo recuerdo perfectamente. Cabe destacar que el Poder 
Ejecutivo lo evaluó y nos autorizó, y nosotros hicimos todos los trámites establecidos en el TOCAF. 


SEÑOR MINISTRO.- Quiero complementar la información, porque al mismo tiempo que se presenta un 
proyecto de inversión para la instalación en infraestructura de un puerto, la Comisión evalúa los 
estudios de inversión. Luego de un resultado favorable, el Instituto Nacional de Colonización toma el 
texto ordenado y autoriza directamente. 


SEÑOR GAGGERO.- Es bueno que los señores Senadores sepan que CALNU, hoy ALUR, está 
instalada sobre predios del Instituto Nacional de Colonización. Hay otras empresas que en el pasado 
han intentado hacer frigoríficos sobre áreas que están dentro del Instituto. En Tacuarembó hoy 
tenemos la propuesta de una planta de SAMAN por una porción de la fracción. El Instituto considera 
esas opciones y en solicitud al Poder Ejecutivo y de acuerdo a la ley y a las normas legales, las 
estudia, las estructura y las realiza, porque para eso, precisamente, está la colonización y las leyes 
correspondientes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos al señor Ministro a y sus asesores, así como al Presidente del 
Instituto de Colonización y a sus asesores respectivos la información brindada. Desde ya, les adelanto 
que seguiremos estudiando el tema para encontrar una solución, teniendo en cuenta, obviamente, el 
punto de vista que ha expresado aquí tanto el señor Ministro como el Instituto Nacional de 
Colonización, y esperamos llegar a una solución conciliatoria que contemple las reclamaciones y las 
aspiraciones que han planteado. 


SEÑOR MINISTRO.- Manifestamos nuestra disposición porque estamos a las órdenes para dar 
información en este trabajo que es arduo. No sé si pudimos arrojar un poco de luz a este asunto, pero, 


repito, estamos a las órdenes para ayudar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 16 y 51 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


